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Sujetos de la Navegación.

Introducción:

	La intención es este trabajo, es realizar un desarrollo de cada uno de los sujetos que intervienen en las relaciones que surgen en el ámbito del Derecho de la Navegación. Uno por uno vamos a ir analizado sus conceptos, funciones, requisitos para realizar la actividad y cómo se relacionan con el resto de los sujetos. Cuál es la regulación de los mismos en nuestro ordenamiento jurídico y los regímenes a los que se encuentran obligados. 
	El derecho de la Navegación, involucra la navegación por agua (buques, puertos, aguas) y por aire (aeronaves, aeropuertos, y el territorio espacial de cada estado). Por lo que vamos a encontrar una plétora de sujetos, funciones, requisitos, obligaciones y organismos reguladores.  


Navegación por agua.

I.- Propietario.
Propietario del buque, es la persona que figura como titular del dominio. 
Según el art. 154 de la Ley 20.094 – Ley de la Navegación-  “La expresión buque comprende no solamente el casco, mástiles, velas y las máquinas principales y auxiliares, sino también todas las demás pertenencias, fijas o sueltas, que son necesarias para su servicio, maniobra, navegación y adorno, aunque se hallen separadas temporariamente. No están comprendidas en ellas las pertenencias que se consumen con el primer uso.”

Requisitos para ser propietario: 
· Puede ser una persona física o jurídica. 
· Debe tener domicilio en el país. Por lo que, si se trata de una persona física: debe tener domicilio real en el país; de tratarse de una persona jurídica, debe tener domicilio legal. En el caso de varios propietarios (copropiedad) la mayoría de los copropietarios cuyos derechos exceden la mitad del valor –del buque- deben tener domicilio real en el país
· Debe tener capacidad general para adquirir según el derecho común.
· En caso de tratarse de una sociedad o asociación, debe estar constituida de acuerdo a las leyes argentinas.

La copropiedad naval se rige por las normas del condominio, salvo por las modificaciones que pudiesen existir en la Ley de Navegación –arts. 164 a 169-
La copropiedad  de un buque es una indivisión del dominio del buque, es decir una pluralidad de sujetos son  titulares de dominio, sin referencia alguna a su navegación y menos aún al aprovechamiento y exploración de la navegación.
Según el art. 165 las decisiones de la mayoría, computadas de acuerdo con el valor de la parte que cada propietario tiene en el buque, obligarán a la minoría. 
Existen supuestos para proteger los derechos de la minoría (arts. 166, 169)
Y conforme el art. 168 existe la opción de compra a favor de los copropietarios si uno de ellos decide vender su parte a un tercero.

II.- Armador.
Se entiende por armador a la persona física o jurídica, que es titular del ejercicio de la navegación de un buque, es decir, la que lo hace navegar por cuenta y riesgo propios. 
Armar un buque significa proveerlo de todo lo necesario para que pueda navegar, pero no sólo eso; la función armatorial supone la titularidad del uso del buque, su tenencia, con el consiguiente derecho a la designación del capitán, independientemente de la circunstancia  de que quien tenga esa posición sea o no el propietario del buque, haya o no contribuido a su aprovisionamiento y preparación para el viaje.
La Ley de la Navegación lo define en su artículo 170. “Armador es quien utiliza un buque, del cual tiene la disponibilidad en 1 o más viajes o expediciones, bajo la dirección y el gobierno de un capitán por él designado, en forma expresa o tácita. Cuando realice actos de comercio debe reunir las calidades requeridas para ser comerciante.”

Distintos tipos de  armador.
Propietario y armador son dos cualidades que pueden o no coincidir en la misma persona. 
Sin embargo, para algunos autores existen tres tipos de armador: el armador-propietario, el armador-gerente y el armador-fletador.
El armador-propietario es el titular del derecho de propiedad  del buque, que al propio tiempo lo hace navegar; él no es armador por ser propietario sino por ejercer la navegación. 
El armador-gerente es la persona designada por los copropietarios o partícipes, quien los representa judicial y extrajudicialmente en todo lo concerniente a la explotación del buque, obligándolos en proporción a la parte que cada uno tiene en el buque por sus hechos y actos. La explotación corre por cuenta de los copropietarios, mientras que el armador es un simple mandatario que responde frente a los copropietarios como tal. No es por lo tanto, el verdadero armador.
El armador-fletador, se plantea la presencia en relación al contrato de fletamento a tiempo, como consecuencia del cual la navegación del buque es aprovechada, aunque con variado sentido, por ambas partes, fletante y flotador; el primero se obliga a hacer navegar el buque durante cierto tiempo y el segundo a pagar por esa navegación una suma de dinero. Se entiende que esta figura induce al error ya que en ningún momento el fletador es armador.
Todas estas distinciones son, a criterio de Rodolfo A. González Lebrero innecesarias, ya que no corresponden con la realidad naviera actual ni con el concepto moderno de armador.



Requisitos del armador.
Dada la gran responsabilidad que el armador tiene como consecuencia de la utilización del buque, éste debe inscribirse en el registro correspondiente y en la sección respectiva del Registro Nacional de Buques a fin de un sistema de publicidad.
Esto se encuentra regulado por los arts. 171 y 172 de la Ley de la Navegación.
Art. 171 - La persona o entidad que desempeñe las funciones de armador de un buque de matrícula nacional debe inscribirse como tal en el registro correspondiente y en la sección respectiva del Registro Nacional de Buques. Las inscripciones pueden ser cumplidas también por el propietario, cuando el armador los omita.
En defecto de inscripción responden frente a los terceros el armador y el propietario solidariamente, pero este último está exento de responsabilidad en el caso de que aquél haya dispuesto del uso del buque en virtud de un hecho ilícito con conocimiento del acreedor. La responsabilidad a que se refiere este artículo no afecta el ejercicio de los privilegios que existan sobre el buque, ni el derecho del propietario y del armador a limitar su responsabilidad.
Art. 172 - La inscripción de armador de un buque debe hacerse con la transcripción del título o contrato en virtud del cual adquiere ese carácter. Aquélla se anotará también en el certificado de matrícula del buque.

Obligaciones del armador.
Entre las obligaciones del armador encontramos, pagar el salario a la tripulación, dar alojamiento y alimentos adecuados y el derecho a la repatriación.

Coparticipación.
Art. 183 “Cuando los copropietarios de un buque, sin adoptar la forma de una de las sociedades de derecho común, asuman las funciones de armador, se considerará constituida una sociedad de coparticipación naval regida por las disposiciones generales establecidas para las sociedades, salvo las reglas especiales contenidas en esta sección.”
Hoy en día, por los elevados costos que conlleva un buque, son casi siempre propiedad de grandes empresas navieras que los explotan como armadoras, aún cuando no han celebrado contrato entre ellos. Frecuentemente esas empresas –sobre todo las dedicadas a la pesca– no constituyen sociedad, sino mera copropiedad, en la que cada propietario participa proporcionalmente en el capital aportado o comprometido.
	El artículo 184 establece que Los copartícipes pueden regular convencionalmente sus obligaciones y derechos recíprocos, pero el contrato no tiene efecto contra terceros si el respectivo documento no estuviere inscripto en el Registro Nacional de Buques.
El artículo 185 dispone que los copartícipes pueden designar un gerente por mayoría de intereses, requiriéndose la unanimidad cuando la designación recaiga en una persona que no sea uno de ellos. La designación puede ser dejada sin efecto por la simple mayoría de intereses, salvo el derecho del gerente a ser indemnizado si corresponde. Tanto el nombramiento como su revocación, para ser invocados respecto de terceros, deben inscribirse en el Registro Nacional de Buques.
El gerente representa a la sociedad, judicial y extrajudicialmente, y en caso de tener facultades especiales mediante algún documento, éste deberá ser inscripto en el Registro Nacional de Buques para tener valor frente a terceros. Si no se ha designado gerente, cualquiera de los copartícipes tendrá la representación judicial pasiva en asuntos de interés de la sociedad (art 186 Ley de Navegación). 
Además de representar a la sociedad, al gerente le corresponden con exclusividad realizar los contratos relativos al armamento, equipo, aprovisionamiento, administración y designación del capitán y, en su caso, los contratos de utilización del buque.
El artículo 188 establece los derechos y obligaciones de los copartícipes, y establece que éstos deben anticipar, en proporción de su parte, las sumas necesarias para los gastos de armamento, equipo y aprovisionamiento del buque y es responsable, en la misma proporción, de las obligaciones que se contraigan con motivo del viaje, viajes o expediciones a emprender o durante su desarrollo.
La ley admite que un copartícipe celebre con la sociedad de coparticipación un contrato para la utilización del buque. En estos casos, el copartícipe tiene preferencia frente a terceros. El art 189 dispone que los copartícipes tienen derecho a ser preferidos a cualquier tercero en igualdad de condiciones en los contratos de utilización del buque. Si concurre más de uno, tiene preferencia el que tenga mayor interés.
Las utilidades y pérdidas resultantes de cada viaje, se distribuirán proporcionalmente a la parte de cada partícipe, salvo que el contrato social pacte algo distinto (art 190).
La sociedad de coparticipación no puede disolverse antes de finalizar el viaje, salvo decisión unánime de  los copartícipes (art 192). 

III.- Capitán.
	En su figura se aglutinan una serie de funciones, derechos y obligaciones derivadas del derecho público y del derecho privado.
	El art. 120 de  la Ley de la Navegación lo define como “La persona encargada de la dirección y gobierno del buque.”
	Es el eje de la expedición, es el encargado de la dirección y gobierno del buque, delegado de la autoridad pública para la conservación del orden en él y para la salvación de los tripulantes, pasajeros y carga. Es también, representante del armador.
	Está facultado para exigir a los tripulantes y pasajeros respeto y obediencia en cuanto se refiere al servicio del buque y a la seguridad de las personas y la carga.
	Respecto a ser el representante del armador en el buque la ley ha organizado un sistema de atribuciones ordinarias y extraordinarias, independientemente de lo que el capitán pacte con el armador.
	El capitán es siempre designado por el armador.
	En principio, el capitán queda ligado con el armador mediante una relación contractual de trabajo similar a la de cualquier otro tripulante, si bien existen marcadas diferencias entre el contrato de ajuste o enrolamiento del capitán y el de los demás integrantes de la tripulación. El capitán se obliga, a cambio de una remuneración, a prestar sus servicios profesionales respecto de la dirección del buque, pero con su designación y la correspondiente asunción del mando, queda investido de la representación del armador y sujeto a un sistema de atribuciones y obligaciones fijado por la ley. Es, en consecuencia, un tripulante y simultáneamente representante legal del armador y delegado de la autoridad pública, que encuentra en la ley fuente y los límites de dicha representación. 
	Para el ejercicio de sus funciones no necesita el capitán de poder alguno extendido por el armador, pues las disposiciones legales lo facultan para ese desempeño, pero dentro de lo que ellas delimitan.

Funciones del capitán.
 	Como dijimos, el capitán es la autoridad indiscutida a bordo que debe orientar su actividad y facultad al logro del éxito de la aventura marítima, para lo cual dispone de atribuciones de carácter público y de carácter privado.
	En cuanto a la autoridad ejercida ante los tripulantes, debe hacerlo sin interferir con el desenvolvimiento adecuado de la autoridad que a ellos les corresponde.
	Sobre la conducción náutica del buque está obligado a llenar cuidadosamente los deberes de un buen marino, lo que supone su capacidad técnica y la necesaria idoneidad.

1. Funciones de carácter público.
El art. 121 establece que “el capitán es delegado de la autoridad pública para la conservación del orden en el buque y para su seguridad y salvación, así como la de los pasajeros, tripulantes y carga. Los tripulantes y pasajeros le deben respeto y obediencia en todo cuanto concierne a las referidas funciones”.
Esto significa, que como delegado de la autoridad pública cumple funciones policiales, de oficial de registro civil y notariales.

Funciones Policiales: Están establecidas en el art. 122.
a) Mantener el orden interior del buque, reprimir faltas cometidas a bordo por tripulantes o pasajeros e imponer a bordo las sanciones establecidas por las leyes y reglamentos respectivos.
b) Instruir, en caso de delito, la prevención correspondiente con arreglo a lo dispuesto en la parte pertinente del Código de Procedimiento en materia Penal para la Justicia Nacional. Cesa su intervención al llegar a puerto, donde debe comunicar el procedimiento a la autoridad marítimo si se trata de puerto argentino, o a la autoridad consular o diplomática argentina si se trata de puerto extranjero.
c) Comunicar de inmediato y por medio más rápido a la autoridad marítima o consular más cercana todo accidente de navegación ocurrido al buque o causado por él y cualquier otra novedad de importancia observada en la ruta que afecte la navegación.

Funciones de oficial de Registro Civil: Están establecidas en el art. 123.
a) Extender las actas y hacer constar en el Diario de Navegación los nacimientos y defunciones que ocurran a bordo, como los matrimonios en artículo de muerte que allí se celebren. (Según la Ley de Capital Federal)
b) En caso de desaparición de personas, el capitán debe hacer una información sumaria y dejar constancia en el Diario de Navegación de las circunstancias de la desaparición y de las medidas adoptadas para su búsqueda y salvamento.
c) Debe llevar los libros y documentos exigidos por la Ley de la Navegación, por el REGINAVE y por varias leyes y reglamentos, entre ellos:
· Certificado de matrícula
· Libro de rol
· Diario de navegación
· Certificado de arqueo
· Certificado de seguridad de casco
· Certificado de seguridad de máquinas
· Certificado de seguridad del armamento
· Certificado de seguridad radioeléctrica
· Certificado de francobordo
· Diario de máquinas
· Libro registro de inspecciones de seguridad
· Lista de pasajeros
· Libro de quejas (en buques de pasajeros)
· Licencia de instalación radioeléctrica
· Diario de radio
· Patente de sanidad
· Certificado de responsabilidad civil por contaminación por hidrocarburos
· Manifiestos de carga.

Funciones Notariales: Están establecidas en los arts. 124, 125 y 126.
a) Recibir el testamento cerrado y otorgar el testamento marítimo, siempre dejando constancia en el Diario de Navegación. También debe dejar constancia del testamento ológrafo.
b) Cuando fallezca a bordo una persona, el capitán levantará el inventario de sus papeles y pertenencias con asistencia de 2 oficiales del buque y 2 testigos pasajeros, si los hubiera. Con respecto al cadáver está autorizado a tomar las disposiciones que exijan las circunstancias.
c)  Los bienes inventariados y el respectivo inventario, así como la copia autenticada de las actas de nacimiento, defunción, matrimonio o desaparición de personas, y los testamentos otorgados o recibidos a bordo, deben ser entregados por el capitán a la autoridad marítima o consular, según corresponda, del primer puerto de escala. 

2. Funciones de carácter privado.
Se encuentran enumeradas del art. 210 al 218 de la Ley de la Navegación.
La designación del capitán por el armador produce el inmediato efecto de que el primero se convierte en el representante del segundo, por el juego de varias disposiciones legales. Esta representación legal es casi ilimitada cuando no se halla presente el armador, pero queda sustancialmente reducida ante la presencia de éste.
El capitán es el representante legal del propietario y del armador del buque, no domiciliados en el lugar donde éste se halle en un momento dado, en todo lo referente al buque y a la expedición, sin perjuicio del mandato especial que aquellos hubieran podido conferirle, es decir que obliga al propietario y al armador con motivo de los hechos o actos que realiza.
Ejerce la representación judicial activa y pasiva del armador, en los puertos que no sean domicilio de aquel, en todos los asuntos relacionados con la expedición.
Es inherente al cargo de capitán la formación de la tripulación, realizar todos los contratos corrientes relativos al equipo, aprovisionamiento y reparación del buque, fuera del puerto donde tenga domicilio el armador, preparar y entregar al cargador los recibos provisorios con los detalles de la naturaleza y calidad de la mercadería, número de bultos o piezas, cantidad o peso, marcas de identificación y estado y condición aparente de aquella.
Se encuentran enumeradas del art. 210 al 218 de la Ley de la Navegación.
En síntesis, el capitán es:
· Representante legal del armador y del propietario, no domiciliados en el lugar, en todo lo referente al buque y a la expedición. (art. 201)
· Ejerce la representación judicial del armador y del propietario no domiciliados en el lugar, en todos los asuntos relacionados con la expedición. También se extiende dicha representación al fletador y cargador a fin de salvaguardar los intereses de la carga. (art. 202)
· Puede celebrar todos los contratos relativos al equipamiento, aprovisionamiento y representación del buque. (art. 210)
· Puede pedir fondos al armador para poder continuar el viaje.  Puede contraer deudas o vender o gravar la carga y las provisiones. (arts. 212 y 213)

Obligaciones del capitán.
Se encuentran consagradas en el art. 131.
“En su carácter de delegado de la autoridad pública, para la seguridad y salvación del buque, personas y carga, el capitán está especialmente obligado a:
a) Verificar que el buque sea idóneo para el viaje a emprender y que esté armado y tripulado reglamentariamente;
b) Verificar el buen arrumaje y distribución de los pesos a bordo y el cumplimiento de las normas sobre seguridad de la carga y estabilidad del buque;
c) Rechazar la carga que considere peligrosa para la seguridad del buque u otras cargas que, teniendo tal característica, no estén acondicionadas de acuerdo con las reglamentaciones nacionales o internacionales, y arrojar al agua la que se vuelva peligrosa durante el viaje;
d) Efectuar las inspecciones destinadas a verificar el cumplimiento de los servicios y el estado material del buque;
e) Disponer la ejecución de zafarranchos y la instrucción del personal del buque y de los pasajeros, en todo lo relativo a servicios de emergencia, de acuerdo con lo establecido en leyes y reglamentos vigentes;
f) Adoptar en caso de peligro, todas las medidas que estén a su alcance para la salvación del buque, de las personas y de la carga que se encuentren a bordo, realizando, si fuera necesario, una arribada forzosa o pidiendo auxilio;
g) Tomar los prácticos necesarios en los lugares en que los reglamentos o la prudencia lo exijan;
h) Encontrarse en el puente de mando en las entradas y en las salidas de puertos, en los pasajes por canales balizados, estrechos o lugares de navegación restringida, en caso de niebla, en navegación por zonas de intenso tránsito y, en general, en toda otra circunstancia en que los riesgos sean mayores;
i) Velar por el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias referentes al alojamiento y alimentación de la tripulación y de los pasajeros y por el buen estado sanitario e higienico del buque;
j) No abandonar el buque en peligro, sino después de haber agotado todos los medios de salvación, y luego de emplear la mayor diligencia para salvar personas, cargas y documentos de a bordo, correspondiéndole, en todos los casos, ser el último en dejar el buque;
k) Acudir en auxilio de las vidas humanas, aun de enemigos, que se encuentren en peligro en el mar, de acuerdo con lo establecido en las convenciones internacionales incorporadas al ordenamiento jurídico nacional. Cesará esta obligación cuando ella signifique un serio peligro para el buque o las personas en él embarcadas, o cuando tenga conocimiento de que el auxilio está asegurado en mejores o iguales condiciones que las que él podría ofrecer o cuando tenga motivos razonables para prever que su auxilio es inútil. De estas causas debe dejar constancia en el diario de navegación;
l) Después de un abordaje, y siempre que pueda hacerlo sin peligro para su buque, tripulación y pasajeros, prestar auxilio al otro buque, a su tripulación y pasajeros, y comunicar a este último buque, en la medida de lo posible, el nombre del suyo y su puerto de matrícula, así como los puertos de donde procede y a dónde se dirige;
ll) En caso de siniestro, agotar los recaudos tendientes a encontrar a los desaparecidos, siempre que a su juicio ello no implique riesgos graves para la seguridad de las personas, buque y carga;
m) Presentarse dentro de las 24 horas hábiles siguientes a su llegada a puerto argentino ante la autoridad marítima, o ante el cónsul si es puerto extranjero, para levantar una exposición sobre los hechos extraordinarios ocurridos durante el viaje y de interés para la autoridad marítima, con transcripción de la parte pertinente del diario de navegación.
n) Cumplir y hacer cumplir toda obligación legal o reglamentaria que le sea impuesta en consideración a sus funciones de delegado de la autoridad pública, o como representante del armador en lo que se refiere a las relaciones de éste con las autoridades”
En el art. 130 encontramos las atribuciones del capitán que le competen especialmente a él. 
a) Resolver todas las cuestiones que se susciten en navegación, sea entre tripulantes o pasajeros, o entre unos y otros;
b) Acordar licencias a la tripulación para bajar a tierra o permanecer fuera del buque, de acuerdo con las exigencias del servicio;
c) Disponer sobre la organización de los servicios del buque, de acuerdo con las normas legales o reglamentarias vigentes;
d) Disponer el abandono del buque en peligro cuando sea razonablemente imposible su salvamento;
e) Ejercitar toda otra facultad que le otorguen las leyes o reglamentos vigentes.

IV.- El Agente Marítimo 
El artículo 193 de la Ley de Navegación define al agente marítimo como el designado para realizar o que realice ante la Aduana las gestiones relacionadas con la atención de un buque en puerto argentino, tiene la representación activa y pasiva, judicial y extrajudicial, conjunta o separadamente, de su capitán, propietario o armador, ante los entes públicos y privados, a todos los efectos y responsabilidades del viaje que el buque realice a dicho puerto o desde el mismo y hasta tanto se designe a otro en su reemplazo. No tiene la representación del propietario ni del armador que estuviere domiciliado en el lugar. 
Entonces, el agente marítimo es quién realiza todos los trámites administrativos del buque ante las autoridades portuarias, en nombre del armador, para la admisión, permanencia y salida del buque del puerto de su actuación. Y al mismo tiempo tiene a su cargo la representación legal del armador en sede judicial y extrajudicial, activa y pasivamente, aún después de la partida del buque del puerto. 
El capitán, propietario o armador pueden nombrar como agente, a otra persona distinta del agente marítimo aduanero cuando éste haya sido designado por el fletador, de acuerdo con las facultades del contrato de fletamento. Ese agente tiene también la representación judicial activa y pasiva del capitán, propietario o armador, siempre que acredite su designación por escrito. 
Y cuando el tercero cite a juicio al agente marítimo aduanero (el designado por el fletador), éste puede declinar su intervención indicando la persona del otro agente designado por el capitán, propietario o armador y su domicilio. 

Requisitos para la Representación 
Los requisitos para poder realizar dicha representación legal son, que haya recibido el mandato u orden del armador, que el Estado acepte dicho mandato y que el buque arribe a puerto. 
En relación a dicha representación, el artículo 195 de la Ley de Navegación establece que ante los entes privados y públicos prevista en los artículos anteriores subsiste aun en el caso de renuncia, hasta tanto el propietario, armador o capitán designen al reemplazante. La sustitución puede hacerse aunque el buque haya zarpado de puertos argentinos. 
La representación judicial continuará mientras no intervenga el reemplazante en el juicio. 

Funciones del Agente Marítimo ante el Estado 
El Agente tiene determinadas funciones ante determinados organismos públicos: 
Administración Nacional de Aduanas: Debe presentar la documentación correspondiente de los buques que ingresan como índices de carga, solicitudes de trasbordo, permanencia o retorno, etc. 
Prefectura Naval Argentina: la documentacion relativa a problemas de seguridad y permiso de salida, servicios de practicaje, etc. 
Administración del Puerto: La relativa al régimen de descarga, depósito, giro del buque, etc. 
Dirección Nac. de Migraciones: En lo que respecta al embarque de tripulantes extranjeros y pasajeros, sobre los cuales debe presentar la lista de rol y efectuar el control. 
Responsabilidad del agente marítimo: 
El artículo 199 de la Ley de Navegación establece que "El agente marítimo, en cualquiera de sus designaciones, no responde por las obligaciones de su representado, salvo la responsabilidad que le corresponde por sus hechos personales o la que surja de las leyes y reglamentos fiscales y administrativos". 
El agente marítimo entonces, no responde por las obligaciones contractuales de sus principales y no debe asumir, por ejemplo, el pago de los suministros de combustible, servicio de prácticos, ni es responsable por incumplimiento de contrato de transporte, ni daños ni perjuicios. Aunque si hay situaciones en las que es responsable, y eso es cuando se trate de sus hechos personales o la que surja de las leyes y reglamentos fiscales y adminsitrativos”. Y responde por las obligaciones que frente a terceros hubieran asumido personalmente. Además, responde si no actuó conforme al mandato. 

V.-Transporte multimodal de mercaderías: 
Se encuentra regulado en la Ley 24.921. Es el que se realiza en virtud de un contrato de transporte multimodal utilizando como mínimo, dos modos diferentes de porteo a través de un solo operador, que deberá emitir un documento único para toda la operación, percibir un solo flete y asumir la responsabilidad por su cumplimiento, sin perjuicio de que comprenda además del transporte en sí, los servicios de recolección, unitarización o desunitarización de carga por destino, almacenada, manipulación o entrega al destinatario, abarcando los servicios que fueran contratados en origen y destino, incluso los de consolidación y desconsolidación de las mercaderías, cumplimentando las normas legales vigentes; 

El operador de transporte multimodal. 
Se trata de toda persona, porteador o no, que por sí o a través de otro que actúe en su nombre, celebre un contrato de transporte multimodal actuando como principal y no como agente o en interés del expedidor o de transportadores que participen de las operaciones de transporte multimodal, asumiendo la responsabilidad por el cumplimiento del contrato. 
Su responsabilidad 
La responsabilidad del operador de transporte multimodal se extiende desde que recibe la mercadería bajo su custodia por sí o por la persona destinada al efecto y finaliza una vez verificada la entrega a las personas indicadas en el artículo 14 de la Ley, de conformidad con el contrato de transporte multimodal, las leyes y los usos y costumbres imperantes en el lugar de entrega. Y será responsable por las acciones u omisiones de sus empleados o agentes en el ejercicio de sus funciones o de cualquier otra persona cuyos servicios tenga contratados para el cumplimiento del contrato. 
En el caso de pérdida, daño o demora en la entrega, el operador de transporte multimodal será responsable de la pérdida total o parcial, del daño de la mercadería o la demora, si el hecho que ha causado la pérdida, el daño o la demora, se produjo cuando la mercadería estaba bajo su custodia. 
Operadores Portuarios 
Los puertos constituyen, sin lugar a dudas, un importante elemento dentro de la cadena de distribución Física Internacional. Ellos pueden influenciar de manera significativa el costo final de un producto, por lo que cualquier estrategia económica de diversificación de exportaciones o abaratamiento de importaciones debe, necesariamente, tomar en consideración el funcionamiento y organización de los puertos comerciales. Por ello, los operadores portuarios son también uno de los sujetos del derecho marítimo. 
Las distintas funciones para las que están disponibles los operadores portuarios son: 
1. Descargue de camión: Movimientos realizados a los contenedores para el descargue de los vehículos de transporte terrestre. 
2. Movimientos de Contenedores para Inspección de Exportación: Únicamente movimiento de los contenedores desde los módulos de almacenaje de los puertos hasta el sitio donde se efectúan las inspecciones y el retorno al módulo de contenedores asignado por el muelle. 
3. Inspección Antinarcóticos de Contenedores: Movimiento de los contenedores entre los módulos de almacenaje del puerto y el sitio donde se efectúa la inspección antinarcóticos, apertura y vaciado del contenedor, apertura de la mercancía e inspección de acuerdo con instrucciones de la Policía Antinarcóticos. Posteriormente llenado y cierre del contenedor. Por último retorno del contenedor al sitio asignado por la Sociedad Portuaria. 
4. Movimiento de Contenedores para Llenado: Traslado del contenedor vacío desde el sitio de almacenaje hasta el sitio asignado por al Sociedad Portuaria, para el llenado. Posterior traslado del contenedor lleno al sitio de reposo asignado por la Sociedad Portuaria. Toda la operación se realiza dentro del puerto. 
5. Llenado de Contenedores: Traslado del contenedor vacío entre los módulos de almacenaje en el puerto y la zona de llenado. Llenado del contenedor y luego traslado del contenedor lleno al sitio asignado por la Sociedad Portuaria. 
6. Repeso de Contenedores Llenos Traslado del contenedor ente los módulos de almacenaje del puerto y los vehículos de transporte terrestre o viceversa. Traslado a báscula y regreso del contenedor al módulo de reposo asignado por la Sociedad Portuaria. 
7. Cargue y Descargue de Carga Palatizada con Equipo de/a Camión (Mínimo 10 Tons): Movimientos realizados a los pallets para el cargue o descargue en los vehículos de transporte terrestre. 
8. Cargue y Descargue de Carga Suelta de/a Camión (Mínimo 10 Tons) para Sacos y Cajas Sueltas: Movimientos realizados a la carga suelta para el cargue o descargue en los vehículos de transporte terrestre. 

VI.- Agentes de Carga: 
El agente de carga es la persona física o moral que sirve de intermediario entre el importador o exportador y el transportista directo y su función principal es optimizar los procesos de cadena. La tarea más importante de los agentes de carga está en resolver cualquier problema de transporte. 
Entre las principales tareas y responsabilidades de los agentes de carga internacional (ACI) se encuentran: 
* Búsqueda y selección del medio de transporte. 
* Coordinación del embalaje y recolección del material. 
* Revisión cumplimiento de las normas aplicables a la carga. 
* Realización de formalidades del seguro y del transporte a petición del cliente. 
* En caso de tener la autorización pertinente, podrán realizar trámites aduaneros. 
* Consolidación de carga para obtener mejores tarifas. 
* Almacenaje y distribución de la carga, según se convenga con el cliente. 
* Emiten los documentos homologados internacionalmente según sea el caso. 
* Dan seguimiento al tránsito de la carga. 
* Pueden actuar como operadores de transporte internacional. 

VII.-Administrador de Buques: 
La Figura del Administrador de Buques, no se encuentra legislada y/o contemplada en nuestra Ley de Navegación Nº 20.094 
El Administrador de buques, brinda una gran gama de servicios a los propietarios y/o armadores ya que gozan de una estructura específicamente dedicada a ello. Listaremos a continuación los servicios y las características propias que surgen de un modelo de 'SHIP MANAGMENT AGREEMENT', utilizado en la actualidad: 
1) Actúan como agentes, representantes del Propietario. 
2) Provee el Capitán, la oficialidad y toda la tripulación del buque debidamente capacitada y especializada. Se encarga del transporte de la tripulación, repatriaciones, liquidación de sueldos, administración de pensiones, seguros laborales, cumplimiento con las normas sindicales, controles de saludo de la tripulación (Drogas y Alcohol), capacitación y entrenamiento de acuerdo a las últimas reglamentaciones de seguridad, etc. 
3) Administración técnica, proveen personal técnico para supervisión, organización y supervisión para los controles de mantenimiento del buque, entradas a dique seco, reparaciones, mantenimiento del buque para el cumplimiento de los stándares requeridos por el propietario y por las normas de seguridad, controles por la sociedad de clasificación, cumplimiento con los requerimientos legales de los distintos puertos de tráfico, controles de carga, etc. 
4) Suministros al buque, para el mantenimiento técnico, repuestos, lubricantes, services, etc. 
5) Seguros, contratación directa de seguros de P&I y/o a través de corredores, caso contrario realiza el control del debido pago de las primas, su seguimiento y que el seguro se encuentre vigente. Goza también de la facultad de abonar las primas para que el seguro se encuentre vigente con los fondos que tenga disponibles. 
6) Contabilidad y Presupuestos, se encargan de llevar todos los registros contables a fin mantener las cuentas entre las partes, proveen información periódica a los propietarios según las formalidades acordadas, presentarán a los propietarios un presupuesto anual anticipado para la aprobación de los propietarios y/o su 
discusión, los administradores suministrarán todos los meses una comparación con el presupuesto anual para los próximos 12 meses y demás controles conjuntos, etc. 
7) Labores operativas sobre el buque, monitoreo de los viajes, comunicaciones con propietarios, corredores, fletadores, esta encargado de nominar al agente del buque, de nominar también a las empresas de estibaje, contratar los peritos para el control de la carga, etc. 
8) Suministro y administración de los programas de computación para el eficiente manejo del buque durante todo el proceso, provee las licencias, antivirues, manuales, etc. 
9) Seguridad, preparan tanto las instalaciones del buque como a su tripulación y obtienen todos los certificados de Seguridad y Emergencia (tema Contaminación), etc. 
10) Asisten al propietario en la venta misma del buque, a través de los términos del acuerdo de venta. 
11) Servicios de Corretaje del buque, a fin de fletar el buque, servicios de preparación de los contratos (fixture, charter party), manejo e instrucciones específicas al buque según lo acordado en los contratos, manejo de la cuenta del flete, sus demoras, arreglos para el pago correspondiente de los fletes al propietario. 
12) Servicios de Peritajes y Auditorías sobre el buque. 
13) Impuestos, manejo y control del cumplimiento de los impuestos en todos los puertos y de acuerdo con las distintas normativas. 
14) Contratación de los Seguros, el manejo de los reclamos y asistencia legal en distintas jurisdicciones, etc. 
Obligaciones del Administrador: El administrador asume el compromiso de brindar todos los servicios estipulados en el contrato, protegiendo todos los intereses del propietario. Asimismo asume las responsabilidades por la operatoria del buque, frente a los distintos organismos de seguridad (Código ISM). 

IX.-Agente de viajes: 
Un Agente de viajes es una persona que se encarga de vender, asesorar y gestionar la logística de viajes normalmente turísticos o de negocios, contratados por sus clientes. 
Sus funciones son: 
* Asesoramiento sobre el destino del viajero. 
* Contratación del medio de transporte, avión, tren, autobús etc. 
* Contratación del alojamiento, hoteles, hostales, albergues etc. 
* Compra de entradas a museos o espectáculos. 
* Función de mero intermediario entre las partes. 
* Realizar cambio de divisas. 
* Ayuda con el trámite de visas. 
Los agentes de viajes cobran sus tarifas libremente que pueden recibirse por ingresos directos de los clientes por la contratación de paquetes turísticos o por la comisión recibida de los proveedores turísticos. 

X.-Personal de la Navegación.
La Ley de Navegación regula al personal de la navegación en los artículos 104 a 119. 
El artículo 105 agrupa a este personal en: 1) Personal embarcadero y 2) Personal terrestre de la navegación. 
El artículo 104 establece como obligación ineludible para todo el personal de la navegación, la habilitación e inscripción correspondiente. 
El acto de registro es anterior al acto de habilitación. En el registro, Prefectura Naval inscribe al personal de la marina mercante en el registro. En la habilitación Prefectura declara hábil y autoriza a una persona a ejercer un empleo, dándole el documento correspondiente. 
Personal Embarcado: 
El artículo 106 de esta normativa define al Personal embarcado como aquel que ejerce profesión, oficio u ocupación a bordo de buques y artefactos navales. 
El artículo 109 dispone que conforme con su función específica, el personal embarcado integra los siguientes cuerpos: a) Cubierta; b) Máquinas; c) Comunicaciones; d) Administración; e) Sanidad; f) Practicaje. 
Una vez inscripto a la persona que forma parte del personal embarcado se le otorga una libreta de embarco. Sin ella, la persona no puede embarcarse ni ejercer función alguna en el buque y artefacto naval. (art 107 Ley Navegación). 
Los embarcos y desembarcos deben asentarse en la libreta de embarco por la autoridad marítima, si se trata de puerto argentino, por el cónsul, si puerto extranjero. (art 108) 
Cuando no se disponga del personal habilitado en un nivel determinado, se puede habilitar temporariamente a personal de un nivel inferior de habilitación, hasta tanto haya personal disponible y siempre que ello no afecte la seguridad de la navegación, ni la de la vida humana en el mar (art 110). 
En cuanto al personal embarcado específico: 
1. Estibadores: Tienen un régimen especial y gozan de 15 jornales mensuales asegurados siempre y cuando acrediten su concurrencia diaria a los centros de contratación de personal de la estiva, lo que permite una suerte de estabilidad en los ingresos. 
2. Apuntadores Marítimos: Aquellos que generalmente al costado del buque controlan el número de bultos que se embarcan o desembarcan; verifican su condición externa, preparan los papeles pertinentes, etc. Suelen cooperar incluso en la introducción de mercaderías a recintos o depósitos aduaneros, en el contralor de las balanzas fiscales, etc. 
3. Serenos: El servicio de serenos es obligatorio para buques extranjeros, depende de la PNA y controlan fundamentalmente el ingreso o egreso de personas desde la planchada de acceso al buque. 
La formación del personal embarcado de la Marina Mercante nacional es regida por el Reglamento de formación y capacitación de personal embarcado de la marina mercante, compuesto por dos anexos. La autoridad de aplicación es la Secretaría de Transporte del Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos. 
Este reglamento establece como requisitos tener 18 años cumplidos, no poseer antecedentes profesionales desfavorables, aprobar exámenes y cursos correspondientes a la habilitación y poseer piscofísica requerida. Prefectura Naval otorgará el referendo (el documento válido que acredita la posesión de conocimientos exigidos por el Convenio internacional sobre normas de formación, titulación y guarda para la gente de mar de 1978). 
Régimen normativo a bordo: 
- Ley de Navegación 
- Ley 17.371: Trabajo a bordo de los buques de Matrícula Nacional 
- REGINAVE 
- REFOCAPEMM (Relmento de formación y capacitación del personal embarcado de la marina mercante). 
- Normas y reglamentos que regulan la actividad del practicaje 
- Reglamento consular y normas sanitarias marítimas 
- Leyes laborales en general, supletoriamente al contrato de ajuste 
- Convenciones Internacionales sobre Derecho marítimo laboral 
Personal terrestre: 
El personal terrestre de la navegación, conforme al artículo 111 de la Ley de Navegación, es el dedicado a ejercer profesión, oficio u ocupación en jurisdicción portuaria o en conexión con a actividad marítima, fluvial, lacustre o porturaria. 
Al igual que el personal embarcado, también requiere inscripción y habilitación. Para ser habilitado por la autoridad marítima, el personal debe acreditar condiciones morales, y físicas en el caso que sea necesario. 
Además de estas condiciones generales, hay condiciones especiales según la categoría de personal terrestre que se trate (armador, agente marítimo, perito naval, ingeniero naval, técnico constructor, naval, técnico en desgasifiación de buques, botero y buzo profesional). 
Contratación del Personal Embarcado: El armador mismo, o a través del capitán, contrata libremente la tripulación con el solo límite de la inscripción y habilitación. 
Tripulantes 
Derechos de los tripulantes: Surgen del contrato individual de ajuste, de la ley de navegación y de las convenciones colectivas de trabajo. 
- El buque debe estar en condiciones de navegabilidad segura. 
- Recibir adecuada alimentación por parte del armador. 
- Recibir alojamiento adecuado por razones de higiene y descanso. 
- Cobrar indemnizaciones por el trabajador o sus derecho habientes por incapacidad, muerte, pérdida de bienes, despido, naufragio, etc. 
- Repatriación, si queda en algún puerto extranjero por la razón que fuere. 
- Licencias: tomando como base el eufemismo de los contratos de ajuste sucesivos. 
- Remuneraciones: según el Art. 1017 del Código de Comercio, el salario del personal embarcado es la suma del salario básico y de las participaciones que se hubiesen pactado además de las remuneraciones por tiempo suplementario de trabajo. 
- Atención médica a partir del momento en que zarpe del puerto inicial. 
Obligaciones de los tripulantes: están obligados a cumplir con la prestación de sus servicios a bordo, de acuerdo a su especialidad, cumpliendo las ordenes del capitán y de los oficiales y absteniéndose de todo hecho o acto que implique perjuicio para el armador. 
Constructor de Buques 
Lo reglado en la Ley de Navegación respecto a este punto se encuentra en el Art. 148: "Forma: El contrato de construcción de un buque de diez (10) toneladas o más de arqueo total, su modificación y rescisión, deben hacerse por escrito bajo pena de nulidad.". Y en el Art. 152: "En todo lo que no esté expresamente dispuesto en esta Sección, el contrato de construcción de buques se rige por las normas relativas a la locación de obra del derecho común." 
Los Prácticos 
El código de navegación lo define en el Art. 145 como un consejero de ruta y maniobra del capitán. En ejercicio de sus funciones a bordo de buque extranjero es delegado de la autoridad marítima. 
Y el Art. 131 establece que "Va a ser obligación del capitán tomar un practico necesarios en los lugares en los que los reglamentos o la prudencia lo exijan." 
Entonces los prácticos cumplen con un servicio público a cargo de la autoridad marítima, la que determina las zonas de practicaje obligatorio, tanto sea para buques nacionales o extranjeros. 
L	a navegación por canales, puertos estuarios y ríos y en general la que se lleve a cabo en aguas restringidas requiere reconocimientos específicos de las características de la zona de navegación – corrientes, mareas, profundidad, boyas, etc- que no se encuentran al alcance de todo capitán. También el cruce o pasaje de otros buques sea habitual generando peligro de colisión. Estas circunstancias generan la necesidad de que el capitán sea asesorado por quien se encuentre especializado en la navegación en el área. Esta persona es el práctico. 
Los deberes y obligaciones del practico se encuentran en el art. 146 de la Ley 20.094. 
- Las obligaciones del práctico son: 
- Embarcarse a bordo del buque que debe pilotear y permanecer en él hasta la salida de su zona de practicaje, o hasta que sea amarrado o fondeado en el lugar asignado; 
- Sugerir la ruta y las maniobras necesarias para la debida y segura conducción del buque; 
- Asesorar al capitán en todo cuanto le sea requerido a los efectos de la navegación, ruta, gobierno, maniobra y seguridad del buque en su zona; 
- Dar directamente órdenes referentes a la conducción y maniobra, cuando sea autorizado por el capitán y bajo su inmediata vigilancia o la de su reemplazante reglamentario; 
- Informar a los capitanes de buques extranjeros acerca de las reglamentaciones especiales sobre navegación en la zona; 
- Vigilar y exigir en los buques extranjeros el cumplimiento de las leyes y reglamentos vigentes; 
- Dar cuenta de inmediato y por el conducto más rápido a la autoridad marítima más cercana, de todo acaecimiento extraordinario y de toda infracción a las leyes y reglamentos vigentes que se cometan a bordo del buque que pilotea o por otros que naveguen en la zona. 
La reglamentación utilizada por el practicaje es el decreto 2694/91: 
Como ya dijimos el capitán sigue estando obligado a utilizar los servicios de un práctico, seguirá siendo directo responsable de la conducción, maniobra y gobierno del buque.. Sin perjuicio de la propia responsabilidad del practico. 
En el art. 5 del decreto mencionado impone la obligación de practicaje y pilotaje, a todo buque tanto nacional como extranjero, como a todo convoy de remolque o empuje que navegue en las zonas en las cuales el servicio es obligatorio. El art. 6 dispone los casos exentos de la obligatoriedad de llevar practico. Por ejemplo, en las zonas portuarias de Buenos Aires y La Plata se exime del practicaje obligatorio en buques nacionales de hasta 120 m. de eslora y cuyo calado no supere los 20 pies. 
Zonas de practicaje obligatorio : Rio Uruguay, Puertos de Parana, Bajada Grande, Santa Fe, Diamante; san Lorenzo, Rosario, Arroyo Seco, entre otros. 
Condiciones Generales para la obtención del título de Practico: Habilitación; Ser Argentino; No superar la edad máxima de 70 años; Ser Capitán de ultramar; Realizar los viajes de practica dispuestos en la reglamentación vigente. 
Baqueanos 
El articulo 147 de la Ley de la Navegación establece que "Los baqueanos, cuando fueren contratados para pilotear un buque de cuya tripulación no forman parte, se regirán por las disposiciones precedentes", es decir por las normas respectivas a los prácticos de la misma ley. 
Actualmente el servicio de practicaje depende de la PNA y es casi siempre obligatorio, prestado de conformidad a turnos u orden de lista de inscripción que aseguran un sistema rotativo de labor. Es un régimen tarifado. 
Los prácticos y baqueanos constituyen un servicio público a cargo de la autoridad marítima, la que determina las zonas de practicaje obligatorio, tanto sea para buques nacionales o extranjeros. 
Actualmente el servicio de practicaje depende de la PNA y es casi siempre obligatorio, prestado de conformidad a turnos u orden de lista de inscripción que aseguran un sistema rotativo de labor. Es un régimen tarifado. 
No reemplazan al capitán, solo lo aconsejan e informan sobre la situación de hecho y legal necesaria. El capitán por tanto, sigue siendo el responsable directo de la conducción, maniobra y gobierno del buque, aún cuando el practicaje sea obligatorio. 
 

Navegación por aire.-
 
Aspectos  generales: 
Si se revisa la legislación de la materia, se comprueba que en el Convenio de Chicago de 1944 no existe en su texto una noción general sobre el personal aeronáutico, ya que los artículos 29 a 33 solo se refieren a diversos aspectos puntuales del mismo, especialmente relacionados con las licencias respectivas. 
Los autores argentinos han coincidido en la conveniencia de establecer un concepto general. Así lo sostiene Rodríguez Jurado aunque sin definirlo, en tanto Videla Escalada lo hace de la siguiente manera: “conjunto de las personas que intervienen activamente en las operaciones aeronáuticas y que revisten situaciones jurídicas especiales, regidas por normas propias de nuestra disciplina”. Otros autores señalan que es “el conjunto de personas que ponen su actividad profesional al servicio de la aeronavegación” y Lena Paz definió al personal aeronáutico como “el conjunto de personas que, con su actividad profesional específica, hacen posible la utilización de las aeronaves conforme a su destino”. Con ellos coincide en términos generales Fusaro Bauzá Araujo también ensayó una definición: “conjunto de personas que prestan servicios en tierra o a bordo de la aeronave, permitiendo mediante su actividad profesional la conducción y utilización de la misma.” Ugarte Romano comparte esta noción, en tanto que Tapia Salinas intentó sendas definiciones en base a una clasificación del personal aeronáutico, expresando que el personal de tierra es el “conjunto de personas que desde puestos determinados desarrollan funciones para las que no es preciso volar o elevarse por el espacio atmosférico, siendo considerados no por ello de menos importancia sino como personal que prepara, ayuda y auxilia la navegación aérea y sin los cuales ésta no sería posible.” Definió asimismo al personal de vuelo como “aquel que su misión consiste precisamente en realizar su trabajo o función principalmente a bordo de una aeronave en el período de vuelo y decimos principalmente, porque no por ello han de perder su condición en aquellos momentos en que no se realiza la navegación aérea como en aquellos casos de escalas (sic) en una ruta cualquiera o de actividades preparatorias o inmediatamente posteriores al vuelo. Lo es en cualquier momento con independencia de que sus obligaciones y derechos sean diferentes cuando ejerce esa actividad aérea o cuando por cualquier causa no la lleva a cabo.” También en España, Bravo Navarro dijo que el personal aeronáutico “comprende a quienes desarrollan una actividad habitual y organizada, como factor de la navegación aérea, tanto a bordo de aeronaves en vuelo como en los servicios de infraestructura y ayuda directa a dicha navegación desde tierra”, en tanto que Arroyo Martínez recuerda la definición de la misma ley española de navegación aérea, diciendo que “el personal aeronáutico o de vuelo es el destinado al mando, pilotaje o servicio de a bordo de la aeronave y constituye su tripulación”, a la vez que señala que dentro del personal navegante debe distinguirse al de cabina por un lado, y por otro al vinculado con la atención de los pasajeros. En Francia, el Tratado de Juglart acoge las definiciones de personal navegante en general que prevé el código de la aviación civil de ese país, así como el de personal navegante profesional. La primera solo expresa que todos ellos deben poseer una licencia de aptitud, en tanto que la segunda dice que se trata de “personas que ejercen de manera habitual y principal, sea por cuenta propia, sea por cuenta de otro, de un modo lucrativo o contra remuneración: el comando y la conducción de aeronaves; el servicio a bordo de motores, máquinas e instrumentos diversos necesarios para la navegación de la aeronave; el servicio a bordo de otros materiales colocados en una aeronave y principalmente los aparatos fotográficos y meteorológicos, los destinados al trabajo agrícola y los destinados a la maniobra de los paracaídas; los servicios complementarios de a bordo que comprende, especialmente, el personal navegante comercial del transporte aéreo”. 
 	Por lo que como lo sostiene estos autores es conveniente establecer una noción general del personal aeronáutico. Para ello, existe un elemento vertebral que permite agrupar en su rededor a las diversas personas que lo componen: la certificación de idoneidad. Esta última se materializa a través de los distintos certificados, patentes o licencias que emite la autoridad de la aeronáutica civil y que acreditan que su titular posee los requisitos técnicos exigibles para el cumplimiento de la tarea asignada. Cabe agregar que algunas legislaciones califican a este personal como “técnico” cuando establecen normas que lo comprenden, como es el caso, por ejemplo, del código ecuatoriano y de la ley mexicana. 
La certificación de idoneidad, como concepto amplio, tiene por objeto asimismo resguardar la seguridad en sus distintos aspectos, porque tan esencial es la labor del comandante de la aeronave en la preservación de dicha seguridad cuando conduce el aparato, como la del técnico de mantenimiento que ha revisado esa aeronave antes del vuelo para acreditar que se halla en condiciones de cumplirlo y también, la del operador de la torre de control del aeropuerto que dirige los movimientos de la misma en los diversos momentos que le corresponde hacerlo. 
Por todo esto se llega a la siguiente definición: 
Se denomina personal aeronáutico al conjunto de personas que ponen su actividad profesional al servicio de la aeronavegación, a fin de posibilitar el vuelo de las aeronaves.
El personal aeronáutico se divide en dos grupos: 
Personal de vuelo o Aero navegante: son aquellas personas embarcadas, que integran la tripulación de la aeronave, y que se encargan de la función esencial del vuelo (ej.: comandante, copiloto, comisario de abordo, azafatas) 
Personal de superficie o de tierra: son aquellas personas que colaboran, desde tierra, con la operación aérea (ej.: jefes de aeródromos, controladores de tránsito aéreo) 
A su vez este personal debe poseer la certificación de idoneidad, emitida por la autoridad correspondiente, para desempeñar funciones aeronáuticas a bordo de las aeronaves o en la superficie terrestre.  

Certificados de idoneidad: El certificado de idoneidad es el documento que acredita la capacidad de una persona para ejercer una determinada actividad aeronáutica. Son certificados de idoneidad la licencia de piloto privado o comercial de avión; la licencia de mecánico de abordo; la licencia de radio operador de abordo; la licencia de controlador de tránsito aéreo etc. Estos certificados de idoneidad se otorgan en virtud de la complejidad de las actividades aeronáuticas, y la necesidad de que el personal que intervenga sea altamente competente. Más precisamente la emisión de la licencia, patente o certificado respectivo, acredita que la persona indicada cuenta con los conocimientos y la experiencia requerida para que esa función se cumpla adecuadamente y de acuerdo con las previsiones reglamentarias prefijadas. El código Aeronáutico exige que todas las personas que intervienen en funciones aeronáuticas, sea personal aeronáutico o personal de superficie, posean un certificado de idoneidad expedido por la autoridad competente.  
Sin embargo el Código Aeronáutico Argentino Contiene un capítulo sobre personal aeronáutico y es el número cinco. 
Artículo 76 ley 17.285.- Las personas que realicen funciones aeronáuticas a bordo de aeronaves de matrícula Argentina, así como las que desempeñan funciones aeronáuticas en la superficie, deben poseer la certificación de su idoneidad expedida por la autoridad aeronáutica. 
La denominación de los certificados de idoneidad, las facultades que estos confieren y los requisitos para su obtención, serán determinados por la reglamentación respectiva. Revalida: Artículo 77.C.A.- La reválida o convalidación de los certificados de idoneidad aeronáutica expedidos por un estado extranjero, se regirá por los acuerdos suscritos entre ese Estado y la Nación Argentina. 
En los casos en que no existiesen acuerdos, dichos certificados podrán ser revalidados en las condiciones que establezca la reglamentación respectiva y sujeta al principio de la reciprocidad. 
En el ámbito internacional debemos tener en cuenta 2 normas referidas a los certificados de idoneidad: Convenio de Chicago de 1944: los certificados de aeronavegabilidad, los certificados de aptitud y las licencias expedidos o convalidados por el estado contratante en el que esté matriculada la aeronave, se reconocerán como validos por los demás estados contratantes, siempre que los requisitos de acuerdo con los cuales se hayan expedido o convalidado dichos certificados o licencias sean iguales o superiores a las normas mínimas que oportunamente se establezcan en aplicación del presente convenio.(art 33)A su vez Cada Estado contratante se reserva el derecho de no reconocer, por lo que respecta a los vuelos sobre su propio territorio, los certificados de aptitud y licencias otorgados a cualquiera de sus súbditos por otro Estado contratante.(art 32). 
Formación de la tripulación: por razones de seguridad, la formación de la tripulación de una aeronave dedicada al servicio de transporte aéreo no se deja librada al criterio del explotador, sino al criterio de la autoridad aeronáutica. Art 78 (C.A): La autoridad aeronáutica determinara la integración mínima de la tripulación de vuelo de las aeronaves destinadas al servicio de transporte aéreo. Cuando lo considere necesario para la seguridad de vuelo, hará extensivo este requisito a las demás aeronaves. 
La tripulación está conformada, fundamentalmente, por: a) piloto comandante: es la autoridad máxima. b) copiloto: es la persona que asiste al comandante durante el vuelo en todas las funciones referentes a la conducción de la aeronave. (Es el segundo en jerarquía) c) radio telegrafista: es la persona a cargo de las radiocomunicaciones .tiene jerarquía de segundo oficial. d) mecánico navegante: está a cargo de la conservación y buen funcionamiento de la aeronave durante el vuelo, y del reaprovisionamiento y reacondicionamiento en las escalas que se hagan) comisario de abordo: su función es llevar, cuidad y conservar la documentación de la aeronave relacionada con la carga y los pasajeros. (tiene jerarquía de tercer oficial) 

Desarrollo de los sujetos en particular: 
El comandante de aeronave 
La figura del comandante de aeronave es la más importante en el conjunto del personal aeronáutico, porque es quien tiene a su cargo la conducción de la máquina. Esta conducción no se agota en el control de los aspectos técnicos del aparato, sino que por las características de cada vuelo, en el que se reúne una cantidad muchas veces numerosa de personas (tripulantes, pasajeros), se produce la convivencia de esa comunidad en un ambiente sellado hacia afuera durante muchas horas, lo que, como es lógico, puede dar origen a situaciones conflictivas. Esto exige que las normas jurídicas coloquen en alguien la suma de la autoridad dentro de ese grupo de personas, para que los distintos aspectos que hacen al vuelo se cumplan con seguridad y que esta última esté garantizada. 
Nos parece atinado reproducir aquí lo expuesto hace dos décadas por un jurista y profesor español respecto de la labor e importancia del comandante de la aeronave, quien dijo: “imaginen el jefe de una empresa que vale millones, atiende a centenares de personas y cuenta con siete, diez o, incluso, veinte miembros de su personal. Coloquen a este jefe en una reducidísima oficina que, a veces, se desplaza a 900 kilómetros por hora, está rodeado de tableros con numerosas indicaciones y sometido a una serie de contingencias tanto atmosféricas como mecánicas. En esas difíciles condiciones el jefe de esa empresa tiene que tomar decisiones inmediatas e irreversibles en el espacio de segundos que van a afectar de forma directa a la vida e integridad de las personas y a la seguridad de los bienes de la empresa y su clientela. 
Si añadimos que la empresa despega, sobrevuela y aterriza en diferentes Estados con normas jurídicas diversas, que su personal, clientes y propietarios, incluso, poseen distintas nacionalidades con sus correspondientes legislaciones, a veces contradictorias, comprenderán el contexto jurídico tan complejo en que se mueve este jefe de empresa. Como ya han comprendido -les agregaría- el jefe es el comandante, la empresa es la aeronave, el personal, la tripulación y los clientes son los pasajeros.” 
Lo dicho en los párrafos que anteceden no es sino la consecuencia del hecho técnico aeronáutico que otorga a nuestra materia una base esencial de especialidad o autonomía, por la forma que se manifiesta en la práctica. O sea, no podría concebirse que una cantidad de 400 personas, por ejemplo -incluso una mucho menor- realice un vuelo a diez mil metros de altura de la superficie terrestre, en muchos casos atravesando varias fronteras geográficas, sin que exista alguien que conduzca -dicho en el más amplio sentido del término- a ese conjunto que integran un aparato que se desplaza por sus propios medios y quienes lo ocupan. Es más, el conjunto de indicaciones que los pasajeros deben cumplir mientras se realiza el vuelo, que les son comunicadas en forma automática por los sistemas internos del avión o por sus tripulantes, poseen el vigor que se sustenta en la certeza de que si el pasajero no hace lo indicado, alguien puede obligarle a hacerlo. Y esa persona es, en última instancia, el comandante de la aeronave. Y lo es no por decisión propia, sino por el conjunto normativo que, tanto en el plano interno de cada país, cuanto en el internacional, así lo dispone. En suma: la comunidad de personas que se forma en cada vuelo debe confluir a que el mismo se cumpla con total seguridad y para ello, es imprescindible que alguien se encuentre, técnica y disciplinariamente, por encima de todos, por cuanto no puede acudirse a nadie fuera de ese avión para remediar el eventual conflicto mientras se desplaza por el espacio aeronáutico. 
El perfil jurídico del comandante de aeronave es rico en distintos elementos comenzando por su noción misma. La doctrina de la materia se ha ocupado de dicho perfil desde los inicios del Derecho aeronáutico, ya que el CITEJA (Comité Internacional Técnico de Expertos Jurídicos Aéreos) elaboró dos proyectos en 1926, uno sobre la condición jurídica del comandante y otro sobre los tripulantes. Incluso existe un estudio muy anterior, mencionado por la profesora Diederiks-Verschoor, que data de 1897 y vinculado con la navegación de globos. Además, la distinguida jurista holandesa señala las significativas diferencias entre la actividad del comandante de aeronave y la del capitán de buque. 
A pesar de esos proyectos y los trabajos posteriores realizados en el seno de la OACI, comenzados por un proyecto de convenio que data de 1947 no llegó a concretarse un tratado internacional que contenga la condición jurídica del comandante, no obstante las presentaciones que en dicho organismo y en la Comisión Latinoamericana de Aviación Civil se efectuaron del Estatuto Internacional del Comandante de aeronave, que es hasta ahora el más completo conjunto de normas proyectadas sobre esta figura y que se fuera conformando a través de varios años de trabajos doctrinarios, en especial en el ámbito geográfico iberoamericano, por iniciativa del jurista y comandante español Indalecio Rego Fernández, en los que participamos muchos cultores de la materia a lo largo de más de dos décadas. Del mismo, existe un interesante trabajo de Bravo Navarro, en el que analiza con detalle su contenido. En este sentido, la labor doctrinaria ha sido prolífica para intentar configurar su noción legal y creo que resulta adecuado iniciar la respectiva reseña recordando la definición que efectuó hace casi medio siglo precisamente Rego Fernández  se desempeñaba como comandante de aeronave comercial. Fue, sin duda, el constante líder durante varias décadas de las iniciativas tendientes a impulsar un estatuto internacional de esta figura. Para Rego el comandante es el “piloto miembro de la tripulación de vuelo que, cumpliendo los requisitos de idoneidad necesarios, designado por el operador y amparado por el ordenamiento jurídico vigente, ejerce el mando a bordo para la conducción segura y el gobierno legal de la aeronave durante el tiempo necesario para cumplir la “misión aérea” a él encomendada.” Videla Escalada también definió al comandante en base a la noción de Rego, aunque efectuándole algunas modificaciones. Decía: “es el piloto miembro de su tripulación de vuelo que, cumpliendo los requisitos de idoneidad necesarios, designado por el explotador -salvo cuando él mismo condujera su máquina- y amparado por el ordenamiento jurídico vigente, ejerce el mando a bordo, para la conducción segura y el gobierno legal de la aeronave durante el tiempo necesario para cumplir la operación aérea a su cargo.” 
Como puede advertirse comparando ambas definiciones, el profesor argentino cambia la palabra “operador” por “explotador”, así como que incluye la posibilidad de que el mismo comandante sea ese explotador, y también prefiere la expresión “operación aérea” a “misión aérea” que utilizó Rego Fernández. 
También merecen recordarse los trabajos de Bravo Navarro en España, para quien el comandante de aeronave es “aquella persona habilitada técnica y legalmente para la dirección y conducción de una aeronave, en nombre propio o confiada por tercero, en orden al cumplimiento de fines públicos o privados.” Otros juristas no definen este instituto, aunque destacan sus facultades, caracteres y derechos, como es el caso de Rodríguez Jurado, Tapia Salinas, Bauzá Araujo -quien realiza un detallado estudio relacionado con la legislación uruguaya-, Mateesco-Matte -en un trabajo exhaustivo sobre las atribuciones y la responsabilidad de la figura-, Ford Ferrer y Fusaro, quien además formula interesantes consideraciones respecto del copiloto. 
En el campo legislativo, la noción del comandante de aeronave se encuentra definida, aunque bajo el nombre de “piloto al mando”, en el Anexo Técnico No. 1 al Convenio de Chicago de 1944, titulado “Licencias al Personal”, donde se lo individualiza como “Piloto responsable de la operación y seguridad de la aeronave durante el tiempo de vuelo”. Además, en el mismo Anexo se indica que “pilotar” es “manipular los mandos de una aeronave durante el tiempo de vuelo” y que este último es “el tiempo total transcurrido desde que la aeronave comienza a moverse por su propia fuerza para despegar hasta que se detiene al finalizar el vuelo”. Esta última noción supone el cumplimiento de la expresión aeronáutica “entre calzas”, aludiendo a los objetos que se colocan junto a los neumáticos del avión cuando se detiene en la plataforma para evitar que se desplace y en lo relacionado con los helicópteros, el tiempo de vuelo existe mientras funcionan sus rotores. La misma noción se incluye en los Anexos Técnicos 6 y 12 al Convenio, dedicados, respectivamente, a las operaciones de aeronaves y al socorro aeronáutico. 
El comandante de aeronave es la persona que, habilitada por la autoridad competente, conduce legalmente una aeronave para un vuelo determinado. 
En esta noción se encuentran los elementos jurídicos básicos de esta importante figura de la aeronáutica civil. En efecto, es esencial que quien es designado para conducir una aeronave se halle en posesión de las acreditaciones correspondientes, tanto en lo relativo a su nivel de conocimientos, cuanto respecto de la clase de aeronave de que se trate. No basta que un comandante de aeronave tenga su licencia de piloto comercial, sino que además debe estar habilitado para conducir la clase de avión que se le pone a conducir. Así, por ejemplo, no es lo mismo pilotar una aeronave B-747 que una B-737, aunque ambas sean de la misma marca o empresa constructora, ya que cada una tiene diferentes requisitos técnicos y por ende, el respectivo piloto debe conocer debidamente los mismos. Por lo tanto, la habilitación por parte de la autoridad respectiva, es elemental para que pueda llevar a cabo su actividad específica dentro de los márgenes exigibles para cada tipo de aeronave. 
El segundo elemento del texto propuesto alude a que es la persona que conduce el avión, conducción que no solo tiene un componente técnico, sino todo lo que supone estar al frente de esa comunidad constituida por tripulantes y pasajeros. Por cierto que lo técnico es un aspecto esencial de esta figura, pero dicha conducción implica también poseer la máxima responsabilidad a bordo, en todos los hechos y circunstancias que podrían ocurrir durante un vuelo, por un elemental principio de orden y disciplina general y que Videla Escalada llama conducción “racional” por responder a esa necesidad. Y es de esa conducción que derivan varias de sus funciones. 
Otro elemento esencial del concepto es que la antedicha conducción de la aeronave sea legal, o sea que la misma haya sido decidida por el propio comandante, porque puede ser que él mismo sea el propietario y explotador del avión, o bien que haya sido debidamente designado por la empresa explotadora o por el propietario de la aeronave. Y esto es importante, porque de ello se derivan las eventuales responsabilidades de distinta naturaleza (jurídica, económica o técnica) que pueden surgir como consecuencia de un vuelo. 
Por último, es preciso que exista un vuelo concreto o determinado para que el comandante asuma la conducción de una aeronave; es decir, su designación y la respectiva acreditación de sus conocimientos técnicos deben hallarse directamente vinculados con el vuelo respectivo. Un comandante de aeronave, sin perjuicio de las implicancias laborales o profesionales de su condición, solo se encuentra en pleno ejercicio de su calidad cuando conduce un avión para una determinada operación aérea. No es que deje de ser “comandante de aeronave” cuando no conduce un aparato -como ocurre con cualesquiera otro profesional en la vida cotidiana-, sino que la plenitud de su condición jurídica se manifiesta solamente cuando está al mando del avión. De allí también que la definición del Anexo Técnico No. 1 al Convenio de Chicago se refiera, como señalé, al “piloto al mando”, queriendo así destacar esta cualidad. 
Creo entonces que en esta definición se perfila nítidamente la figura en estudio, porque otros aspectos que se han incluido en las recordadas un poco antes, se relaciona con algunas de sus funciones, las cuales, a su vez, se derivan de la misma calidad de conducir la aeronave. 
El análisis de la condición jurídica del comandante de aeronave debe continuar con las funciones que su calidad le impone, ya que las mismas permiten conocer en profundidad y en todo su valor la importancia de esta figura típica del Derecho aeronáutico. La doctrina es en general coincidente en que el conjunto de las funciones del comandante pueden agruparse en las siguientes: a) técnicas; b) disciplinarias; c) comerciales y d) públicas. 
Las funciones técnicas son, casi podría decirse, las primeras y más significativas de todas ellas, porque de su conocimiento específico surge la calidad que ostenta la respectiva persona y que deriva a las restantes. Estas funciones comienzan antes del vuelo, cuando el Anexo Técnico No. 2 al Convenio de Chicago (Reglas del aire) obliga al comandante a conocer toda la información disponible sobre la operación programada, lo que incluye las previsiones meteorológicas, necesidades de combustible y acciones alternativas si el vuelo no pudiera terminarse como está previsto. Además, deberá comprobar el funcionamiento de los instrumentos a bordo y piezas vitales de la aeronave, así como sus condiciones técnicas de aeronavegabilidad; inspeccionar el pasaje y comprobar la carga; llevar a bordo los documentos reglamentarios y cumplir con las normas fiscales, sanitarias y aduaneras, en su caso. Todo ello al hacerse cargo de la aeronave, lo que bien puede ocurrir antes de abordar la misma, ya que previamente deberá establecer el plan de vuelo y constatar los distintos documentos que, especialmente en los servicios de transporte aéreo, le son entregados, así como el conocimiento de los tripulantes que estarán bajo su dirección durante el viaje. 
Por cierto que la operación aérea se concreta durante el vuelo, para lo cual el citado Anexo 2 establece sus deberes, entre los cuales se destacan su directo comando de la aeronave, coordinando las funciones de cada miembro de la tripulación, reflejando en el Libro de a bordo las incidencias ocurridas en el mismo. Esto no supone que necesariamente debe cumplir en forma permanente su tarea en el puesto respectivo, sino que es habitual en los de largo recorrido, que encargue el control de los mandos o conducción técnica misma al segundo comandante o copiloto. Desde luego que esto no significa que delegue su calidad de máxima autoridad a bordo, ya que entre sus facultades se encuentra, precisamente, la de controlar el conjunto del viaje que se cumple bajo su dirección. 
También durante el vuelo y como jefe de la expedición, el comandante tiene algunos deberes que le son impuestos en el exclusivo interés de la aeronavegación, en sentido amplio, como ocurre en casos en que deba intervenir para prestar un socorro, respetar las instrucciones de las autoridades de control del tránsito aéreo respecto de alturas de vuelo, maniobras, etc., todo lo cual surge de expresas normas legales. 
Cuando el viaje se ha cumplido, el comandante presenta el informe que en cada caso la reglamentación prescriba, lo que supone también lo relativo a todo hecho anormal que hubiera podido ocurrir a bordo durante el vuelo. Pero este último ha concluido y el comandante entrega entonces la aeronave a las personas o funcionarios que en cada situación corresponda, concluyendo así su tarea esencial. 
Las funciones disciplinarias aparecen como consecuencia de que todo vuelo tiene pasajeros y tripulantes o solo estos últimos, lo que genera la existencia de una pequeña comunidad -o quizá no tan pequeña en las grandes aeronaves de pasajeros-, que por hallarse en un aparato enfrentado en forma permanente a la ley de la gravedad, requiere de una sola persona que garantice el cumplimiento de los requisitos previstos, en cada caso, para la seguridad de ese vuelo. Estas funciones disciplinarias tienen un doble aspecto: las de disciplina propiamente dichas respecto del resto de los tripulantes, para quienes el comandante es, sin duda, el jefe, cuyas indicaciones deben ser cumplidas en todo momento, por un lado. Y por otro, las de autoridad en relación con los pasajeros y la carga. 
Este doble juego de funciones son cumplidas por el comandante en forma habitual, sin mayores inconvenientes y dentro de las previsiones normales de toda operación aérea. Sin embargo, en muchas ocasiones ha ocurrido en vuelos de transporte aéreo de personas, que algunos pasajeros se han resistido a cumplir determinadas indicaciones de la tripulación, o se han generado situaciones de comisión de delitos comunes, todo lo cual ha hecho aparecer en el mundo de la aeronáutica civil en todo el mundo la noción del “pasajero insubordinado”, que en muchos casos puede poner en peligro la seguridad del respectivo vuelo, esencialmente porque no obedece las indicaciones u órdenes que se dan durante el mismo por el comandante o por los integrantes de la tripulación. 
El interesante aspecto de las funciones del comandante de aeronave dio lugar hace varias décadas a la firma del Convenio sobre las infracciones y ciertos otros actos cometidos a bordo de las aeronaves, ocurrida en Tokio en 1963, el cual si bien intentó resolver cuestiones de jurisdicción en los casos de delitos cometidos a bordo de aeronaves en vuelos internacionales, tuvo en mi criterio su mayor éxito jurídico, en que es el único documento internacional vigente donde se establecen ciertos derechos, deberes y facultades del comandante de aeronave. Este tratado internacional surgió como consecuencia de los continuos apoderamientos ilícitos de aeronaves que, por razones políticas o económicas, en aquel tiempo eran desviados de sus rutas por ciertos pasajeros quienes por la fuerza, obligaban a los pilotos de esos aviones a aterrizar en lugares diferentes a los previstos. 
Precisamente para otorgar al comandante de la aeronave los poderes necesarios para garantizar la seguridad del vuelo, el Convenio de Tokio le faculta para tomar todas las medidas necesarias con ese propósito, incluso las coercitivas sobre las personas, con objeto de proteger la seguridad de la aeronave y de las personas y bienes en la misma; para mantener el buen orden y la disciplina a bordo y para permitirle entregar, desembarcándola, al presunto infractor o delincuente a las autoridades del lugar del siguiente aterrizaje luego de haber asegurado al mismo a bordo y restablecido la normalidad del vuelo mismo. Por cierto que las razones que originen estas decisiones sobre determinada persona responden al criterio personal y subjetivo del comandante, quien las adopta, en su caso, como suprema autoridad a bordo. 
Este tema, desde luego, se ha actualizado mucho en los últimos años con los actos de terrorismo, cometidos a bordo de aviones o utilizando estos últimos como instrumento de delitos gravísimos, como fueron los casos ocurridos en la ciudad de New York con las torres del World Trade Center. Esto hizo que la comunidad aerojurídica internacional, a través de la OACI, trabajara para modernizar los Convenios de La Haya de 1970 sobre apoderamiento ilícito de aeronaves y de Montreal de 1971, sobre actos ilícitos cometidos en perjuicio de la aviación civil internacional, con su respectivo Protocolo de Montreal de 1988, que amplió su campo de aplicación a hechos cometidos en aeropuertos abiertos a servicios aéreos internacionales. Como consecuencia de ello, se firmaron en Pekín, el 10 de septiembre de 2010, un Protocolo suplementario al citado Convenio de La Haya de 1970 y un Convenio para la represión de actos ilícitos relacionados con la aviación civil internacional, los cuales no han entrado en vigencia a la fecha de redactar estas líneas. 
Lo que no podría faltar en la norma de fondo de un moderno texto legislativo sobre nuestra materia es aquel en el que se plasme la necesidad de que exista siempre un piloto encargado de conducir el avión, no solo porque con ello se establece la base legal del comandante, sino porque lo indica el ya citado Anexo 1 al Convenio de Chicago. Toda aeronave debe tener a bordo un piloto habilitado para conducirla, investido de las funciones de comandante. Su designación corresponde al explotador, de quien será su representante. Cuando no exista una persona específicamente designada, se presumirá que el piloto al mando es el comandante de la aeronave. 
El comandante será responsable de la aeronave y su tripulación, de los pasajeros y equipaje, de la carga y del correo, desde que se haga cargo de la aeronave para emprender el vuelo, aunque no ejerza la función propia del piloto. Esta responsabilidad cesa cuando finalizado el vuelo, haga entrega de la aeronave, pasajeros, correo y carga a la autoridad competente o al representante del explotador. 
Los servicios de transporte aéreo deben cumplirse de acuerdo con todos los requisitos necesarios para garantizar su seguridad, entre los cuales se halla la de conocer la persona que conducirá la máquina respectiva. En las aeronaves destinadas a servicios de transporte aéreo, el nombre de la persona investida de las funciones de comandante y los poderes especiales que se le hayan conferido, deben constar en la documentación de a bordo. El comandante de la aeronave tiene, durante el viaje, poder de disciplina sobre la tripulación y de autoridad sobre los pasajeros. Debe velar por la seguridad de los mismos, no pudiendo ausentarse de la aeronave sin tomar las medidas correspondientes para garantizarla. 
Bien puede ocurrir durante el vuelo que surjan situaciones de peligro, para lo cual es aconsejable que un texto legal imponga al comandante el deber de hallarse en su puesto hasta que el episodio haya sido superado. En caso de peligro, el comandante de la aeronave está obligado a permanecer en su puesto hasta tanto haya tomado las medidas útiles para salvar a los pasajeros, la tripulación y los bienes que se encuentran a bordo y para evitar daños en la superficie. 
Derivado de las funciones comerciales que posee el comandante de aeronave, y aunque en la mayoría de los casos las mismas no son ejercidas: El comandante de la aeronave tiene derecho, aun sin mandato especial, a efectuar compras y hacer los gastos necesarios para el viaje y para salvaguardar los pasajeros, la tripulación, equipajes, mercancías y carga postal transportada. 
Dentro de las funciones técnicas: El comandante tiene la obligación de asegurarse antes de la partida, de la eficiencia de la aeronave y de las condiciones de seguridad del vuelo a realizar, pudiendo disponer su suspensión bajo su responsabilidad. Durante el vuelo y en caso de necesidad, el comandante podrá adoptar toda medida tendiente a dar mayor seguridad al mismo. 
La última de las funciones del comandante de aeronave que corresponde analizar aquí son las de carácter público. Por cierto que estas funciones públicas pueden tener diversas manifestaciones, el Estado le confiere ciertos poderes y atribuciones a través de las disposiciones, la necesidad de preservar el buen orden y la seguridad de la expedición volante posee un evidente interés público.  
Más allá de debates doctrinarios, existe una realidad en el hecho técnico aviatorio que justifica la existencia de estas funciones públicas. No solo en todo lo relacionado con las cuestiones de garantizar la seguridad de la expedición aérea, sino en otras situaciones que bien pueden presentarse a bordo, como es el caso de fallecimientos, nacimientos o casos extremos de los que el comandante debe dar fe, sin duda por ser jefe máximo del vuelo y en esos instantes, se convierte en un delegado de la autoridad pública 
El comandante de la aeronave registrará en los libros correspondientes los nacimientos y defunciones ocurridos a bordo y remitirá copia autenticada a la autoridad competente. Igual procedimiento adoptará en relación a los matrimonios y testamentos celebrados u otorgados “in extremis” a bordo. 
En caso de muerte de un pasajero o tripulante, el comandante tomará las medidas de seguridad con relación a los efectos que pertenezcan al fallecido, entregándolos bajo inventario a la autoridad competente en la primera escala. Si dicha escala tuviere lugar en el exterior del país, dará intervención al cónsul (del país que corresponda) respectivo. 
Igual obligación asumirá quien ocupe el lugar del comandante, si este último es el fallecido. 
El comandante de la aeronave tiene el derecho de arrojar, durante el vuelo, las mercancías o equipajes si lo considera indispensable para la seguridad de la aeronave. 
Cabe agregar a lo dicho hasta aquí sobre las funciones del comandante, que Fusaro hace una distinción entre las que considera como de carácter administrativo delegadas por el Estado de matrícula de la aeronave por un lado y por otro, de funciones aduaneras, migratorias y sanitarias, en ejercicio del poder de policía delegado por el Estado. En definitiva, estimo que todas ellas pueden subsumirse en las de carácter público. 
El análisis de los aspectos legales del comandante de aeronave no puede concluir sin una obligada referencia a la naturaleza jurídica de esta importante figura de la aeronáutica civil. Precisamente la misma se deriva del estudio de sus distintas funciones, todo lo cual le otorga perfiles originales y demuestra, a la vez, la complejidad del instituto, que también es una consecuencia de los caracteres específicos del hecho técnico en el cual se destaca, como un protagonista singular. 
Es notorio que la doctrina y a veces, la jurisprudencia, han asimilado al comandante de aeronave con el capitán de buque, si bien no solo por el hecho técnico mismo, sino especialmente por la clara diversidad de tareas y del tiempo en que deben cumplirse, las que se encuentran a cargo del primero otorgan al mismo una especificidad que impide la asimilación legal de ambas figuras. 
Por cierto que las funciones del comandante de aeronave lo acercan a la figura de la locación de servicios, ya que en la mayoría de los casos ejerce su actividad por designación del explotador de la aeronave. Pero es claro también que puede realizar su tarea en una aeronave propia, en la cual incluso hasta puede efectuar un transporte gratuito. Menciono ambas situaciones como meros ejemplos de la amplitud de la noción jurídica de esta figura, en la cual se resumen varias e importantes funciones. 
Un aspecto interesante que presenta esta parte del estudio se relaciona con la condición de profesional que, en muchas ocasiones, se ha otorgado al comandante de aeronave. 
En la Argentina y en diciembre de 1960, la justicia civil y comercial federal de la ciudad de Buenos Aires le otorgó en primera instancia esa calidad a un piloto de una línea aérea comercial que, por deficiencias del parte meteorológico que se le había entregado en la ciudad de Mendoza, tuvo que aterrizar en un campo con la aeronave que conducía, por haberse perdido en medio de una tormenta. El hecho fue caracterizado como incidente y como la Junta de Investigaciones de Accidentes de Aviación lo suspendió en su actividad de vuelo sin haberle dado el derecho a ejercer su defensa, el juez interviniente, haciendo lugar a un recurso de amparo -trámite procesal que aun no estaba reglamentado en el país- levantó dicha suspensión en base, precisamente, a que por ejercer una profesión, si no volaba no podía percibir su salario de la empresa respectiva. El fallo quedó firme por no haber sido apelado por la citada Junta. 
En este orden de ideas, también resulta interesante recordar dos sentencias del Tribunal Constitucional de España, dictadas el 12 de noviembre de 1990. Ambas se originaron en sendos recursos de amparo, motivadas por noticias periodísticas relacionadas con José Luis Patiño Arróspide, comandante de una aeronave que había tenido un accidente en las proximidades del aeropuerto de Bilbao, como consecuencia del cual el mismo falleció, así como las restantes 147 personas que ocupaban el avión. En tanto en una de ellas el tribunal reconoció la repercusión pública de la gestión propia del mismo, en la otra destacó su derecho a la intimidad, ante ciertas alusiones a su conducta en su vida privada que había publicado un medio periodístico. O sea que el tribunal puso de relieve dos condiciones importantes en la actividad del comandante, que en su momento originó interesantes comentarios jurídicos en ese país. 
Todo ello hace que comparta el criterio de Videla Escalada, para quien “es una figura compleja, dotada de fisonomía propia por los aspectos públicos y privados que se acumulan en su contenido”, luego de hacer un detallado estudio del tema. En efecto, no existe una categoría en el derecho común que pueda involucrar el conjunto de tareas que competen a un comandante de aeronave y por lo tanto, es una figura propia del Derecho aeronáutico y solo surge como consecuencia del especial hecho técnico aviatorio. 
Además y sin perjuicio de que, en varias de las funciones que le toca realizar, las tareas pueden asimilarse a algunas otras nociones jurídicas que ofrece el campo del Derecho, el conjunto de ellas enmarca un instituto de la materia que es claramente propio y específico de la misma. 
 
Propietario y explotador de aeronaves. 
Todo propietario, la ley presume, que es explotador. El artículo 66 del Código Aeronáutico reza: “El propietario es el explotador de la aeronave, salvo cuando hubiese transferido ese carácter por contrato debidamente inscripto en el Registro Nacional de Aeronaves.” 
El explotador de aeronave es la figura equivalente en derecho aeronáutico al armador. El artículo 65 del Código Aeronáutico define como explotador de la aeronave a: "la persona que la utiliza legítimamente por cuenta propia, aún sin fines de lucro". Es la persona que utiliza en provecho propio y legítimamente una aeronave. Así, no sería explotador quien se apodera, ni el fletador. Requisitos para ser propietario de una aeronave: 
El único requisito es tener el domicilio en el país. El Art. 48 del mismo cuerpo legal establece que para ser propietario de una aeronave argentina se requiere: 
1. Si se trata de una persona física, tener su domicilio real en la República; 
2. Si se trata de varios copropietarios, la mayoría cuyos derechos exceden de la mitad del valor de la aeronave, deben mantener su domicilio real en la República; 
3. Si se trata de una sociedad de personas, de capitales o asociaciones, estar constituida conforme a las leyes argentinas y tener su domicilio legal en la República. 
El personal aeronáutico de superficie 	
Personal de superficie: El personal de superficie o de tierra es el que colabora, desde tierra, con las operaciones aéreas. Entre el personal de superficie encontramos personal que se dedica a tareas diversas. Seguridad y vigilancia, control de tránsito, prevención de incendios, etc. 
Jefe o encargado de aeródromo: 
Artículo 88.Codigo aeronáutico- En todo aeródromo publico habrá un jefe que será la autoridad superior del mismo en lo que respecta a su dirección, coordinación y régimen interno, quien será designado por la autoridad aeronáutica. 
La reglamentación respectiva determinara los requisitos necesarios para desempeñarse en el cargo. 
Estos sujetos son los que conforman la actividad aeronáutica y serán desarrollados de manera pormenorizada en este trabajo. Pero la actividad no podría desarrollarse sin la intervención de dos elementos fundamentales para el funcionamiento del sistema:  el empleado de una línea aérea que atiende al pasajero para realizarle los trámites previos al embarque o el que coloca las maletas dentro de la aeronave, para lo cual no se exigen conocimientos técnicos especiales, sino solamente aquellas personas que realizan una labor previa y reglamentariamente individualizada por sus exigencias técnicas y no se encuentra comprendido como personal aeronáutico. 
El Estado representado por la presencia de la autoridad del sector, que posee la responsabilidad última de todos los aspectos vinculados con la seguridad. Es quien emite la licencia respectiva -o el nombre que quiera darse a la acreditación- para el desempeño de la función de que se trate. Solo la entrega a su titular de ese documento acreditante, o su periódica renovación, le otorga la calidad de personal aeronáutico. En este sentido, la presencia del Estado a través de la autoridad de la aeronáutica civil, que es la entidad que debe hallarse investida de esa facultad, resulta fundamental porque es el que, por ser parte del Convenio de Chicago y de la OACI, debe controlar toda la actividad en los aspectos técnico-aeronáuticos. De ese correcto control depende, sin duda, la seguridad en todas sus vertientes. 
 	Este criterio surge del mismo Anexo 1 al Convenio de Chicago, que en su art. 1.2.1 dispone que nadie puede integrar una tripulación de vuelo sin poseer una licencia válida según las especificaciones del mismo Anexo y continúa: “La licencia habrá sido expedida por el Estado de matrícula de la aeronave o por cualquier otro Estado contratante y convalidada por el Estado de matrícula de la aeronave”. Es decir, que esta norma encabeza, podríamos decir, la exigencia al Estado de emitir el documento y al mismo tiempo, su responsabilidad por esa misma exigencia. 

En el ámbito de las actividades aeronáuticas que se cumplen fuera del vuelo de una aeronave, existen varias de ellas que como dijimos al comienzo, requieren para su ejercicio el conocimiento de ciertos aspectos técnicos esenciales a fin de asegurar la eficiente gestión del conjunto de la aeronáutica civil. 
El primer caso que se ofrece al estudio es el del jefe del aeródromo o aeropuerto, ya que se trata de la persona que tiene a su cargo su dirección, así como la coordinación y todo el régimen interno del mismo. Las legislaciones de cada país establecen en sus disposiciones legales de fondo y desde luego, en las reglamentarias, el conjunto de funciones, atribuciones, deberes y derechos de esta figura, porque como bien dice Fusaro, se encuentra comprometido el interés general. Es indudable que esa labor no puede ejercerse sin contar con la correspondiente certificación de idoneidad y su designación está a cargo, en muchos Estados, de la autoridad responsable de la aeronáutica civil. Es el caso de la Argentina, donde la Administración Nacional de Aviación Civil es el organismo encargado de esas nominaciones. 
Lo cierto es que la complejidad de las funciones y servicios que se llevan a cabo en los aeródromos y aeropuertos hacen que el código aeronåutico o la ley de aeronáutica civil deban fijar los principios básicos del marco legal que enmarca la gestión del jefe de aeropuerto o aeródromo. En todo aeródromo público de la categoría que se fije por la autoridad de aplicación, habrá un jefe designado por la misma, quien estará a cargo de la dirección, coordinación y régimen interno del mismo. 
En los aeropuertos gestionados o explotados por personas jurídicas, el jefe designado por la autoridad de aplicación tendrá a su cargo el control de la seguridad y coordinará el resto de su actividad con el explotador del aeropuerto. La reglamentación determinará la misión, funciones, obligaciones y responsabilidades del jefe de aeródromo público y del jefe de aeropuertos, en cada caso, así como del personal aeronáutico que de ellos dependa. En los aeropuertos gestionados o explotados por personas jurídicas, el jefe del aeropuerto coordinará con el explotador del mismo el desarrollo de las actividades que se realizan en el mismo, estando a cargo del explotador del aeropuerto la designación del personal aeronáutico de superficie necesario para el mejor funcionamiento del servicio. 
En los aeródromos privados habrá un encargado, pudiendo dicha función estar a cargo del propietario o tenedor del campo o de otra persona designada por éste. El nombre, domicilio y fecha de designación del encargado serán comunicados a la autoridad de aplicación. 
Despachante de aeronave: su labor es muy importante para la adecuada operación del aparato. Sus funciones son significativas, como preparar todo el material necesario para el vuelo para ponerlo a disposición del comandante, confeccionar el despacho técnico del mismo vuelo y supervisar, entre otras tareas, el abastecimiento de combustible y el peso y distribución de la carga y pasajeros de acuerdo con las características operacionales de cada aeronave. 
Operador de la torre de control o controlador aéreo: No solo debe poseer conocimientos técnicos específicos, sino que su labor está directamente vinculada con la seguridad no solo de un vuelo determinado, sino del conjunto de operaciones aéreas que se cumplen en el área de un determinado aeropuerto. Además, cuando se producen situaciones de congestión de vuelos, su actividad puede hallarse sometida a fuertes estados de presión psicológica que obligan a que su horario de trabajo tenga ciertos y especiales períodos de descanso. Es una de las funciones de mayor responsabilidad en el conjunto del personal aeronáutico de superficie y ello es tan así que en algunas ocasiones las equivocadas indicaciones del controlador han originado accidentes. 
Mecánico de mantenimiento de aeronave: ya que sus tareas están relacionadas en forma directa con la seguridad operacional. En efecto, el debido cumplimiento de sus funciones será un factor esencial de la misma, ya que no puede garantizarse el cumplimiento efectivo de todos los requisitos de vigilancia de dicha seguridad si no se realizan con precisión todas las tareas de mantenimiento que exige el desplazamiento de un determinado avión por el espacio aeronáutico. 


Conclusión: 
Luego de investigar sobre los sujetos tanto en el derecho marítimo como aeronáutico; dos materias con elementos propios muy particulares, pero que sin embargo en el tema que nos toca a primera vista se aprecian análogas nos ha llevado a descubrir un sinfín de particularidades mucho más amplias que el espacio en el que se desarrollan como es el agua y el aire.  
Ambas materias comprenden el transporte de personas o cosas por lo que cumplen un rol fundamental en las relaciones económicas de los estados lo que los llevó a legislar estas materias, pero también por el carácter internacional se requiere de la firma de tratados con otros estados.  
Grandes juristas tanto argentinos como extranjeros se ocuparon y se siguen ocupando de estas ramas del derecho ya que requieren, por los grandes avances que se van produciendo, del permanente estudio de las mismas. Siempre se encuentran vigentes y aportan innovación lo que  las hace sumamente interesantes. 
Y en este sentido los sujetos; componente fundamental de ambas, ya que sin ellos no sería posible realizar las actividades en cuestión; requieren legislación que comprenda sus funciones y responsabilidades en una cadena tan extensa de funciones en donde es importante que cada una de ellas esté bien regulada. Y en ese sentido nuestro trabajo de investigación define los mismos de una manera detallada y simple que nos permita comprender el tema y exponerlo de manera clara a nuestros compañeros. 
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